
PROCURADURÍA SÍNDICA

SEÑORES JUECES DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

Juicio No. 17741-2015-1268

JONNY ENRIQUE TERAN SALCEDO y AB. JUAN JOSÉ ACURIO ROMERO, por

los derechos que representamos en nuestras calidades de ALCALDE y PROCURADOR

SÍNDICO respectivamente del GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO
MUNICIPAL DEL CANTÓN BABAHOYO, dentro del juicio Contencioso

Administrativo N° 17741-2015-1268 que sigue el señor ARAGUNDI CASTRO

MARCO ANTONIO, en contra de esta entidad municipal, ante usted condebido respeto,

de conformidad con lo establecido en el Art. 35 del Capítulo II del Reglamento de

Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, y en ejercicio del

derecho que nos confiere el Art. 94 de la Constitución de la República yArts. 58 y 60 de

la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, comparecemos a

deducir lapresente ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN.

I

CALIDAD EN LA QUE COMPARECEN LOS ACCIONANTES

Nuestros nombres son como constan en el encabezado del presente escrito,

comparecemos por los derechos que representamos del Gobierno Autónomo

Descentralizado Municipal del cantón Babahoyo.

II

CONSTANCIA DE QUE LA SENTENCIA O AUTO ESTÁ EJECUTORIADO

El auto impugnado es el dictado por la Dra. Daniella Lisette Camacho Herold, Conjueza
de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del

Ecuador, el día miércoles 21 de septiembre del 2016, las 10h32, notificada el mismo 21

de septiembre de 2016, expedida dentro del juicio Contencioso Administrativo N° 17741-
2015-1268 que sigue el señor ARAGUNDI CASTRO MARCO ANTONIO, en contra

de esta entidad municipal, el mismo que se encuentra ejecutoriado a lapresente fecha por

el ministerio de la Ley.
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III

DEMOSTRACIÓN DE HABER AGOTADO LOS RECURSOS

ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS

Con el auto ejecutoriado deinadmisibilidad del Recurso de Casación, expedido dentro del

juicio Contencioso Administrativo N° 17741-2015-1268, por la Conjueza de la Sala

Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia se ha demostrado que se han

agotado todas las instancias y recursos queprevé la Ley para este tipo de procesos.

C IV
SEÑALAMIENTO DE LA JUDICATURA, SALA O TRIBUNAL DEL QUE

EMANA LA DECISIÓN VIOLATORL4 DEL DERECHO CONSTITUCIONAL

El auto impugnado es el dictado por la Dra. Daniella Lisette Camacho Herold, Conjueza

de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del

Ecuador, el día miércoles 21 de septiembre del 2016, las 10h32, dentro del juicio

Contencioso Administrativo N° 17741-2015-1268.

V

FUNDAMENTO JURÍDICO E IDENTIFICACIÓN DEL DERECHO

CONSTITUCIONAL VIOLADO EN LA DECISIÓN JUDICIAL

Losderechos fundamentales que se nos ha violentado, son el derecho a obtener una tutela

judicial efectiva, el debido proceso, y a la legítima defensa consagrados en los Arts. 75,

76 numerales 1 y 7 literal a) y 11 numeral 2 de la Constitución de la República del

Ecuador.

DERECHO A UNA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (Art. 75 de la Constitución de la

República del Ecuador)

La Constitución de la República señala de forma expresa en ladisposición del artículo 75

el principio de tutela efectiva, imparcial y expedita de los derechos como uno de los
denominados, por la teoría neoconstitucionalista, derechos de protección que amparan

a todos los ciudadanos.

D: Av. General Barona enrre 27 de Mayo y Calderón
T; 05 2 737603 - 05 2737604 P¡ 05 2730 045 E: info@babahoyo.gob.ee W: www.babahoyo.gob.ee

-is-



i

procuraduría SÍNDICA

Este principio entraña un deber para quienes integran la Función Judicial y, de manera
especial, para los jueces y juezas, conforme lo señala la disposición del artículo 23 del

Código Orgánico de la Función Judicial cuando proclama que:

"La Función Judicial, por intermedio de las juezas y jueces, tiene el deber fundamental

de garantizar la tutela judicial efectiva de los derechos declarados en la Constitución y
en los instrumentos internacionales de derechos humanos ... o establecidos en las

leyes... ".

Consecuente con este mandato, la misma norma, en la parte final del primer inciso

establece:

"Deberán resolver siempre las pretensiones v excepciones que, hayan deducido los

litigantes sobre la base única de la Constitución, los instrumentos internacionales de
derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados por el Estado, la ley y

los méritos delproceso." (El subrayado es mío).

Si realizamos un análisisjurídico de esta disposición podemosconcluirque:

1. La referida norma del artículo 23 del Código Orgánico de la Función Judicial

constituye una norma de Derecho Público, es decir, es una disposición que no

admite otra aplicación que la del texto mismo de la norma, puesto que, en

Derecho Público sólo se puede hacer lo que la ley dispone.

2. Es una norma de carácter imperativa, mandatoria. Utiliza el verbo "deberán".

con lo que, establece una obligación legal para el juzgador de resolver "siempre"

las pretensiones y excepciones que hayan deducido los litigantes -legitimado

activo y legitimado pasivo-.

3. Al establecer un mandato, el juzgador está en la obligación ineludible de

considerar y resolver sobre las excepciones planteadas por el legitimado pasivo;

el juez no puede evadir esta responsabilidad legal so pena de violentar el derecho

constitucional a la defensa y la ley.
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En el caso que nos ocupa, haciendo un breve relato de los hechos ocurridos, nos

permitimos indicar que el viernes 14 de agosto del 2015, presentamos ante el

Tribunal Distrital N° 2 de lo Contencioso Administrativo con sede en Guayaquil,

el RECURSO DE CASACIÓN, para ante la Sala de lo Contencioso

Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, dentro del juicio N° 09801-2009-

0813, seguido por ARAGUNDI CASTRO MARCO ANTONIO, luego de la

respectiva sustanciación, la mencionada Sala remite el proceso a la Sala

Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia,

la misma que mediante resolución emitida el 21 de septiembre del 2016, las

10h32, por parte de la Conjueza ponente, inadmite el recurso de casación

interpuesto por los representantes del Gobierno Municipal de Babahoyo

argumentando en la parte medular lo siguiente: "Es necesario señalar que cuando

se invoca falta de aplicación de normas de derecho, de conformidad con la primera

causal del art. 3 de la Ley de Casación , el recurrente no solo debe señalar cuales

normas faltaron de aplicar, sino que también debe indicar cuales normas se

aplicaron indebidamente .... Y, finalmente que en no pocos casos la inaplicación

de una norma viene hermanada con la aplicación indebida de otra y otras; en ellos

es preciso, para que quede suficientemente integrada la indispensable proposición

jurídica, acusar el fallo, en el mismo cargo, por falta de aplicación de las normas

no aplicadas y por aplicación indebida de las que se hicieron actuar a cambio de

las primeras; es decir, los recurrentes en la determinación de las normas que

estiman infringidas omiten señalar aquellas que a su juicio fueron indebidamente

aplicadas y que dieron lugar a que se excluya las que acusan no aplicadas; y por lo

tanto no puede prosperar el cargo alegado por falta de aplicación, pues el

casacionista debe determinar cuál es la norma correcta que debe ser aplicada en

lugar de la citada en la sentencia." Pero resulta que si bien invocamos la causal Ira

del Art. 3 de la ley de Casación, lo hicimos especificando que existió una

ERRÓNEA INTERPRETACIÓN de normas de derecho, y no una falta de
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aplicación de dichas normas, por lo que se puede apreciar que la Conjueza de la Sala

de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia rompió o violó la

tutela judicial efectiva de nuestros derechos e intereses garantizados por la Constitución

de la República, al no atender nuestro Recurso de Casación en la forma solicitada,

además de no ser escuchados en igualdad de condiciones que otros Gobiernos

Municipales en casos análogos, como en el Recurso de Casación N" 455-2009.

interpuesto por los representantes legales de la Municipalidad del cantón "El Pan", y

juicio N° 153-2007 del Municipio de Babahoyo, donde la Sala de lo Contencioso

Administrativo de la misma Corte Nacional de Justicia, mediante fallo emitido el 4

de marzo de 2013, las 1lh23, por los señores Dr, José Suing Nagua, Dra. Maritza

Tatiana Pérez Valencia y Dr. Alvaro Ojeda Hidalgo, consideran: "Que por regla

general, lafalta de aplicación de una normas entraña la aplicación indebida de

otras, y cuando se aduce errónea interpretación, esta excluye la falta de

aplicación indebida. La falta de aplicación consiste, por tanto, en un error de

existencia; la aplicación indebida entraña un error de selección; y, la errónea

interpretación eqiúvale a error del verdadero sentido de la norma. Las tres

circunstancias de la causal primera de la Ley de casación, evidentemente, no

podrían producirse simultáneamente respecto a una misma norma legal".

Además, este Tribunal considera que ante todo se debe analizar si efectivamente

el cargo que desempeñaba el actor, fue o no de libre nombramiento y remoción a

la época en que sesuscitaron los hechos, así se obsen'a que el artículo 175 de la

Codificación de la Ley Orgánica de Régimen Municipal publicada en el Registro

Oficial N° 159 de 5 de diciembre de 2005, disponía que los Directores, jefes

departamentales, procurador síndico y tesorero, que son funcionarios de libre
nombramiento y remoción concluirán sus funciones en la misma fecha del

Alcalde. Sin embargo, podrán ser removidos por este, cuando así lo amerite,

observando el procedimiento de ley.
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Por lo tanto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 192 de ¡a LRM-

vigente a la época de los hechos, y Art. 175 de la Codificación de la LORM, que

mantuvieron igual tenor, los jefes departamentales municipales eran de libre

nombramiento y remoción.

Con lo expuesto señores jueces podrán notar que a pesar de ser casos análogos,

sobre dos jefes departamentales de Gobiernos Municipales y haber invocado la

misma causal Ira. De la Ley de Casación existen criterios y análisis diferentes

para emitir sus fallos, cuando las normas legales invocadas son las mismas para

ambos casos.

De igual forma, la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos (Pacto de San

José) señala en el Art. 8 lo siguiente:

"1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un

plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial,

establecido con anterioridad por la ley. en la sustanciación de cualquier acusaciónpenal

formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden

civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. "

La tutela judicial efectiva puede definirse como aquel derecho que tiene toda persona de

acudir a los órganos jurisdiccionales, para que a través de los debidos cauces procesales y

con unas garantías mínimas, se obtenga una decisión fundada en derecho sobre las

pretensiones propuestas.

Bajo este análisis constitucional y doctrinario queda claro que el derecho a la tutela

judicial efectiva, imparcial y expedita, no comprende únicamente la posibilidad de

presentar una acción ante los jueces competentes, sino que más bien comprende la

posibilidad de obtener por parte de ellos resoluciones justas, imparciales y con

unidad de criterio cuando se trate de casos análogos, luego del proceso

correspondiente, en el cual se respeten las garantías básicas de todo procedimiento. La

Privación de este derecho, desvirtúa absolutamente la concepción de un Estado

denominado Constitucional de Derecho y Justicia.
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Con ello señores jueces, se nos ha privado el derecho a la tutela judicial efectiva,

imparcial y expedita de nuestros derechos.

DERECHO AL DEBIDO PROCESO (Art. 76 numerales 1 y 7 literal a) de la

Constitución de la República del Ecuador)

"Art. 76.-En todo proceso en el quese determinen derechos y obligaciones

de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá

las siguientesgarantías básicas:

/.- Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el

cumplimiento de las normas y de los derechos de las partes...

7. Elderecho de laspersonas a la defensa incluirá lassiguientes garantías:

a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o

grado delprocedimiento... "

La doctrina señala que el derecho a la defensa, mira al interés general o público, actúa

contra el exceso de poderpor parte de losjueces y contra las aplicaciones incorrectas que

de la ley hagan, persigue la unificación desu interpretación necesaria para la certidumbre

jurídica y para que exista una verdadera igualdad de los ciudadanos ante la ley, que

resulta desvirtuadas cuando a situaciones idénticas el juez aplica, más o menos

simultáneamente, soluciones distintas, a base de unos mismos textos legales.

Por otro lado, se puede apreciar señores jueces, que no solamente se nos ha

privado del derecho a la tutela judicial efectiva, imparcial y expedita de nuestros

derechos, sino que además no se está aplicando el principio de igualdad

consagrado en el Art. 11 numeral 2 de la Constitución de la República del

Ecuador.

Cabe indicar señores magistrados que no se estaría cumpliendo con la"Aplicación

Directa e inmediata de la Constitución". Al respecto debo indicar: Las normas

constitucionales y la de los tratados internacionales de derechos humanos

ratificados por el Estado, que reconozcan derechos más favorables a los

contenidos en la Constitución, son de aplicación directa e inmediata, y como en
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nuestro caso hemos señalado la violación de los acuerdos internacionales de

derechos humanos, también se violenta la declaración universal de los derechos

humanos en su Art. 23, se violenta los artículos 6 y 7 del Pacto Internacional de

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se violenta los artículos 6, 7 y 8 del

Protocolo adicional a la Convención Americana sobre derechos humanos en

materia de derechos económicos, sociales y culturales "Protocolo de San

Salvador", pactos que ha firmado el Ecuador a nivel internacional y han sido

reconocidos por el Congreso Nacional y por la Asamblea Legislativa; esta

situación de desprotección, denegación de justicia y daño inminente, debido a que

perdimos nuestro derechos constitucional de la igualdad, porque del caso análogo

mencionado de Casación en las causas N° 153-2007 y 455-2009, que tiene los

mismos hechos, antecedentes, las mismas circunstancias, las misma acciones

legales y que por esos hechos la casación solicitada por los representantes

municipales FUE ADMITIDA A TRAMITE.

Para el efecto adjunto copias de las Resolución dictadas por la Sala de lo

Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia.

FUNDAMENTO JURÍDICO DE DERECHOS HUMANOS Y

CONSTITUCIONALES.

Por lo tanto señores jueces constitucionales, agrego a esta petición lo que disponen

los siguientes artículos del Pacto de San Salvador y Pacto de San José:

Artículo 3.- Obligación de no Discriminación.

Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el

ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por

motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra

índole social.

Artículo 4.- No Admisión de Restricciones.
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No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o

vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones

internacionales, a pretexto de que el Protocolo no los reconoce o los reconoce en

menor grado.

Artículo 8 (Pacto de San José).

'Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un

plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial,

establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación

penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y

obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquierotro carácter".

La tutela judicial efectiva puede definirse como aquel derecho que tiene toda

persona de acudir a los órganos jurisdiccionales para que a través de los debidos

cauces procesales y con unas garantías mínimas, se obtenga una decisión fundada

en derecho sobre las pretensiones propuestas.

Constitución del 2008

Art. 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela

efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los

principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión.

Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:

1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o

colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su

cumplimiento.

2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y

oportunidades.

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad,

sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión,

ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición
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migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad,

diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o

permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el

reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de

discriminación.

El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad

real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de

desigualdad.

Estas normas constitucionales que hemos transcrito, globaliza los hechos

confirmatorios de que en el caso en particular que estamos tratando como

legitimado pasivo demandado no hemos tenido derecho a la igualdad, no hemos

tenido los mismos derechos y oportunidades de acceder a una justicia igualitaria

de parte de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de

Justicia, hemos sido discriminados y se ha violentado la jerarquía de la

Constitución, su aplicabilidad y cumplimiento inmediato.

Los derechos constitucionales vulnerados, y la denegación de justicia

constitucional cometida por la Conjueza Ponente de la Sala de lo Contencioso

Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, en su decisión judicial

emitida el 28 de julio del 2015, las 10h09, son los contemplados en los

Artículos 75, 76 numerales 1 y 7 literal a) y 11 numeral 2 de la Constitución,

debido a que se nos ha vulnerado los derechos fundamentales de la tutela

judicial efectiva, al debido proceso y a la igualdad, de gozar de los mismos

derechos, deberes y oportunidades.

VI

PETICIÓN

D: Av. General üarona entre 27 de Mayo y Calderón
T: 05 2 737603 - 05 2 737604 F: 05 2 730 045 E: ¡nrb@>bab.ihoyo.gob.ee W: www.babahoyo.gob.ee



PROCURADURÍA SÍNDICA

Por los argumentos expuestos y de conformidad con el Art. 94 de la Constitución

de la República vigente en concordancia con el Art. 62 de la Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, y Arts. 52, 53, 54, 55, 56 y 57

del reglamento y Competencias de la Corte Constitucional, interpongo la presente

Acción Extraordinaria de Protección, en contra del fallo dictado por la

Conjueza Ponente de la Sala de lo Contenciosos Administrativo de la Corte

Nacional de Justicia Dra. Daniella Lisette Camacho Herold, porque no nos ha

asegurado el derecho fundamental de igualdad ni la tutela judicial efectiva, ni del

debido proceso, consagrados en el Art. 11 numeral 2, Art. 75 y Art. 76 numerales 1

y 7 literal a) de la Constitución de la República del Ecuador, y a contravenido la

supremacía de la Carta Magua, por lo que pido se restituyan mis derechos

fundamentales vulnerados, y se deje sin efecto la inconstitucional resolución

emitida por el Conjuez Ponente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la

Corte Nacional de Justicia del Ecuador, emitida el 21 de septiembre del 2016; las

10h32, dentro del juicio N" 17741-2015-1268, de acuerdo a lo establecido en el

artículo 63 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional en concordancia con el artículo 39 del Reglamento de

Sustanciación de Procesos de Competencia de La Corte Constitucional.

Téngase en cuenta lo dispuesto en el primer inciso del artículo 62 de la Ley de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que ordena remitir el proceso

a la Corte Constitucional dentro del término máximo de cinco días.

VII

AUTORIZACIÓN Y NOTIFICACIONES

Autorizamos a los profesionales del derecho que suscriben con nosotros esta

Acción Extraordinaria de Protección, para que presenten tantos y cuantos escritos

sean necesarios, así como a realizar todas las diligencias dentro de este proceso
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para la defensa de los legítimos derechos e intereses del Gobierno Autónomo

Descentralizado Municipal del cantón Babahoyo.

Las notificaciones que nos corresponda las recibiremos en la Casilla

Constitucional No. 43 de AME, y los correos electrónicos

jacurioromeroCfl-yahoo.es v fmoreiramaeiast&vahoo.es.

Acompañamos copias de los fallos emitidos por la Sala de lo Contencioso

Administrativo de la Corte Nacional de Justicia-

Sírvase proveer por ser legal.

Jonny Terán Salcedo
ALCALDE DE BABAHOYO

A
Dr. Guillermo ^ala^ár'Sánchez
REG. 1>T 4263 C.A. DE PICHINCHA

17741-2016-1268

PROCIRA

REG. N° 12-1

|. Juan Acurio Romero
)R SÍNDICO MUNICIPAL

;ias

GADOS

Recibido en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, el día de hoy
jueves 19 de octubre del 2016, a las diez horas con cincuenta ycuatro minutos, mediante
guía envío de EMS ECUADOR No. EE127778729EC, el escrito original yuna (1) copia igual
al mismo, con un (1)anexo en cinco (5) fojas.- Certifico.-

SECRETARIA RELATORA
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